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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 14 de septiembre de 2015. 

 La parte apelante, compuesta por Rubén E. Santos Morales, 

Juan González Cruz, Jesús M. Rodríguez Hernández, Carmen E. 

Román Medina, José E. Rijos Rosario, Ismael Martínez Dávila, 

Reynaldo Rodríguez Rodríguez, Milagros Díaz Medina, Ángel D. 

Sánchez Figueroa, comparece ante nos y solicita nuestra 

intervención, a los fines de que dejemos sin efecto el 

pronunciamiento emitido por el Tribunal de Primera Instancia, 
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Sala de Bayamón, el 28 de agosto de 2014, debidamente notificado 

a las partes el 3 de septiembre de 2014. Mediante la aludida 

determinación, el foro primario dictó Sentencia Parcial y desestimó 

con perjuicio la Demanda Enmendada presentada por la parte 

apelante en contra de Pfizer, ello a tenor con Regla 10.2 (5) de 

Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2 (5).  Por 

igual, desestimó las causas de acción sobre nulidad de contrato y 

nulidad de sentencia en cuanto al resto de los codemandados.

 Por los fundamentos expuestos a continuación, confirmamos 

la Sentencia apelada.   

I. 

 El 14 de noviembre de 2013, Rubén E. Santos Morales, Juan 

González Cruz, Jesús M. Rodríguez Hernández, Carmen E. Román 

Medina, José E. Rijos Rosario, Ismael Martínez Dávila, Isabel 

González Aquino, Reynaldo Rodríguez Rodríguez, Milagros Díaz 

Medina, Ángel D. Sánchez Figueroa, los apelantes, presentaron 

una Demanda sobre nulidad de contrato en contra de Pfizer 

Pharmaceuticals LLC (en adelante Pfizer), parte apelada; 

Pharmacia & Upjohn Caribe, Inc.; y el licenciado Luis R. Mellado 

González. Conforme surge de la misma, en el año 2001, los 

apelantes presentaron una demanda1 sobre reclamación de 

salarios en contra de los demandados para exigir, entre otras 

cosas, el pago de horas extra y vacaciones. Alegaron que aunque 

aceptaron la oferta transaccional que Pfizer les extendió, procedía 

la anulación del contrato por razón de que había mediado un vicio 

en el consentimiento al momento de contraerlo. En esencia, 

plantearon que al dar su anuencia estaban bajo la “amenaza” de 

su representante legal, el licenciado Luis R. Mellado González, 

quien alegadamente les indujo a creer, contrario a la verdad, que la 

                                                 
1 Milagros Díaz Medina y otros v. Warner Lambert, Inc. (entidad que 

posteriormente fue adquirida por Pfizer, la parte apelada), Caso Núm. 

NSCI200100442, Tribunal de Fajardo, Sala 302.   
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oferta era una favorable y que si no la aceptaban renunciaría a la 

representación legal de éstas. 

 El 11 de abril de 2014, la parte apelada, Pfizer, presentó su 

Contestación a la Demanda y Reconvención. Levantó, entre otras 

defensas afirmativas, que los apelantes consintieron válida y 

voluntariamente a los contratos de transacción suscritos sin que 

mediara vicio alguno que invalidara los mismos. Sostuvo que las 

sentencias dictadas en el caso operaban como cosa juzgada e 

impedían la presente reclamación. En su reconvención, la parte 

apelada arguyó que la conducta de los apelantes constituyó un 

claro incumplimiento con los términos y condiciones del contrato 

de transacción suscrito, así como con las sentencias finales y 

firmes dictadas en el caso. Consecuentemente, solicitó al Tribunal 

que declarara válidos dichos contratos y que exigiera a los 

apelantes a cumplir con los mismos. Solicitó, además, una 

remuneración por los alegados daños sufridos como consecuencia 

de la actuaciones de los apelantes y su incumplimiento con los 

acuerdos transaccionales, más el pago de intereses, costas y la 

imposición de honorarios de abogado.   

 En esa misma fecha, la parte apelada también presentó una 

Moción de Desestimación de Reclamaciones de Pfizer. En esencia, 

señaló que en la demanda no se exponían alegaciones que 

justificaran anular los contratos de transacción. Además, arguyó 

que no existían hechos que apoyaran causa de acción alguna en 

contra de Pfizer e hizo hincapié en el hecho de que los apelantes 

alegaron haber sido amenazados por su propio representante legal, 

mas no así por Pfizer. A la luz de lo anterior, sostuvo que la 

alegada amenaza no era oponible a Pfizer, toda vez que ésta ni 

intervino ni participó en el alegado acto de intimación, amenaza o 

dolo. Finalmente, reiteró que las sentencias dictadas constituían 
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cosa juzgada, lo que impedía que los apelantes pudieran proceder 

con su reclamación.     

Así las cosas, el 29 de abril de 2014, los apelantes 

presentaron su Contestación a la Reconvención. Sostuvieron que 

medió vicio en el consentimiento al momento de suscribir los 

contratos en cuestión y que la reconvención dejaba de exponer una 

reclamación que justificara la concesión de un remedio. Asimismo, 

alegaron que la parte apelada actuó de mala fe al redactar los 

contratos transaccionales, ofreciéndoles solamente una fracción de 

lo que realmente se les adeudaba y que fueron presionados a 

aceptar tales cantidades irrisorias. En esa misma fecha, los 

apelantes presentaron su Oposición a la Solicitud de Desestimación.  

Nuevamente argumentaron que se sintieron desesperados y 

presionados por el licenciado Mellado al momento de aceptar la 

oferta en cuestión. Adujeron, además, que aplicar la defensa de 

cosa juzgada al caso de autos derrotaría los fines de la justicia.   

El 5 de mayo de 2014, la parte apelada presentó una 

Demanda Contra Terceros para incluir al licenciado Luis Mellado 

González y a su aseguradora cuya identidad era desconocida al 

momento de entablarse la demanda. La parte apelada adujo que de 

ser cierto que el licenciado Mellado incumplió con sus obligaciones 

para con los apelantes e incurrió en la conducta alegada por éstos 

en su demanda, era él quien debía responderle directamente a los 

apelantes, mas no así Pfizer.   

El 14 de julio de 2014, el licenciado Mellado, sin someterse a 

la jurisdicción del Tribunal presentó su Contestación a la Demanda 

Contra Tercero. Planteó que el Tribunal carecía de jurisdicción 

sobre su persona habida cuenta de que no había sido emplazado y 

que la demanda contra tercero no exponía hecho alguno que 

justificara la concesión de un remedio. Adujo que la parte apelada 

carecía de legitimación activa para presentar una reclamación en 
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su contra debido a que no existían vínculos legales o contractuales 

entre él y Pfizer. Negó haber hecho una representación falsa a los 

apelantes durante el proceso transaccional. Atestó que durante el 

trámite de aceptación de los acuerdos transaccionales se siguió el 

debido proceso de ley y que dicho proceso concluyó con las 

sentencias dictadas. Arguyó, además, que la reclamación de los 

apelantes estaba predicada en hechos falsos e imputaciones 

difamatorias y viciosas.   

El 6 de mayo de 2014, el foro primario denegó la petición de 

desestimación presentada por la parte apelada. El Tribunal 

entendió que previo a considerar dicha solicitud debía concluirse 

con el descubrimiento de prueba. Además, declaró Ha Lugar la 

demanda contra tercero y ordenó a la Secretaría expedir los 

emplazamientos correspondientes. Posteriormente, el 14 de mayo 

de 2014, la parte apelante presentó una Moción Solicitando Permiso 

para Presentar Demanda Enmendada y la Demanda Enmendada 

para incluir al Departamento del Trabajo de Puerto Rico al pleito, 

dada su participación activa y obligaciones ministeriales para con 

las reclamaciones de empleados en el caso previo entre las partes 

de epígrafe. El 22 de mayo de 2014, el foro de primera instancia 

autorizó la demanda enmendada.    

Luego de múltiples incidencias procesales, reiterando los 

planteamientos esbozados en sus mociones previas al Tribunal, el 

2 de julio de 2014, la parte apelada presentó su Contestación a la 

Demanda Enmendada y Reconvención y una Moción de 

Desestimación de Demanda Enmendada, a tenor con la Regla 10.2 

(5) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2 (5), esto es, por 

dejar de exponer una reclamación que justificara la concesión de 

un remedio. Expuso, además, que más allá de alegaciones 

conclusorias, no existía hecho alguno imputable a Pfizer que 

ameritara o hiciera plausible una causa de acción de nulidad de 
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los acuerdos de transacción firmados en el caso previo entre las 

partes de epígrafe y de las sentencias dictadas en dicho caso.  Por 

los mismos fundamentos solicitó la desestimación de cualquier 

acción en daños y perjuicios en su contra.  El 6 de agosto de 2014, 

la parte apelante presentó su oposición a la solicitud de 

desestimación.      

Luego de evaluar los argumentos de las partes, el 28 de 

agosto de 2014, el foro primario dictó Sentencia Parcial y desestimó 

con perjuicio la Demanda Enmendada presentada por la parte 

apelante, ello a tenor con Regla 10.2 (5) de Procedimiento Civil de 

Puerto Rico, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2 (5). Por igual, desestimó las 

causas de acción sobre nulidad de contrato y nulidad de sentencia 

en cuanto al resto de los codemandados. Respecto a la causa de 

acción en daños y perjuicios, el Tribunal la desestimó únicamente 

en cuanto a la parte apelada. Inconforme con tal determinación, el 

2 de octubre de 2014, la parte apelante acudió ante nos y planteó 

lo siguiente: 

Erró el TPI al desestimar la demanda 

enmendada bajo la Regla 10.2 (5) de 
Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2 
(5) con perjuicio.     

 
 Luego de evaluar el expediente de autos, y contando con el 

beneficio de la comparecencia de ambas partes, estamos en 

posición de adjudicar la presente controversia.  

II. 

-A- 

 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

10.2, enumera seis defensas que hay que presentar en la alegación 

respondiente – cuando ésta se requiere – o, en todo caso, mediante 

moción fundamentada antes de alegar.  J. Cuevas Segarra, Tratado 

de Derecho Procesal Civil, 2da Ed., Estados Unidos, Publicaciones 
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JTS, 2011, Tomo II, pág. 528. Dicha Regla dispone lo 

siguiente:         

Toda defensa de hechos o de derecho 

contra  una reclamación se expondrá en la 
alegación responsiva excepto que, a opción de 
la parte que alega las siguientes defensas 

pueden hacerse mediante moción 
debidamente fundamentada: (1) falta de 

jurisdicción sobre la materia; (2) falta de 
jurisdicción; (3) insuficiencia del 
emplazamiento; (4) insuficiencia del 

diligenciamiento del emplazamiento; (5) dejar 
de exponer una reclamación que justifique 
la concesión de un remedio; (6) dejar de 

acumular una parte indispensable.   
(Énfasis nuestro). 

  

Ninguna defensa u objeción se considerará 
renunciada por haberse formulado 

conjuntamente con otra u otras defensas u 
objeciones en una alegación responsiva o 
moción. Si en una alegación se formula una 

reclamación contra la cual la parte no está 
obligada a presentar una alegación 
responsiva, dicha parte podrá mantener en el 

juicio cualquier defensa de hechos o de 
derecho contra tal reclamación. Si en una 

moción en que se formula la defensa número 
(5) se exponen materias no contenidas en la 
alegación impugnada, y éstas no son 

excluidas por el tribunal, la moción deberá 
ser considerada como una solicitud de 

sentencia sumaria y estará sujeta a todos los 
trámites ulteriores provistos en la Regla 36 de 
este apéndice hasta su resolución final, y 

todas las partes deberán tener una 
oportunidad razonable de presentar toda 
materia pertinente a tal moción bajo dicha 

regla.  
 

En conformidad con lo anterior, esta Regla permite al 

demandado solicitar que se desestime la demanda en su contra 

cuando, entre otras razones, ésta “no expone una reclamación que 

justifique la concesión de un remedio.” Rosario v. Toyota, 166 DPR 

1, 7 (2005). Se considera la moción de desestimación bajo la Regla 

10.2 de Procedimiento Civil, supra, y se define como aquella que 

formula el demandado antes de presentar su contestación a la 

demanda, en la cual solicita que se desestime la demanda 

presentada en su contra. Para disponer de una moción de 
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desestimación, el tribunal está obligado a dar por ciertas y buenas 

todas las alegaciones fácticas de la demanda radicada. Rosario v. 

Toyota, supra, pág.7. El promovente de la moción de desestimación 

tiene que demostrar que, presumiendo que lo allí expuesto es 

cierto, la demanda no expone una reclamación que justifique la 

concesión de un remedio. Pressure Vessels v. Empire Gas, 137 DPR 

497, 505 (1994). En este ejercicio, nuestro Tribunal Supremo ha 

expresado que:      

Esta doctrina se aplica solamente a 
hechos bien alegados y expresados de 

manera clara y concluyente, que de su faz 
no den margen a dudas. La demanda no 

deberá ser desestimada a menos que se 
desprenda con toda certeza que el 
demandante no tiene derecho a remedio 

alguno bajo cualquier estado de hechos 
que puedan ser probados en apoyo a su 

reclamación. Rosario v. Toyota de P.R., 
supra, pág. 7.  

 

-B- 

 De otra parte, los contratos son negocios jurídicos bilaterales 

que constituyen una de las formas de obligación. Art. 1042 del 

Código Civil, 31 LPRA sec. 2992; Amador Parrilla v. Concilio Iglesia 

Universal de Jesucristo, 150 DPR 571, 581 (2000). Existe un 

contrato desde que una o varias personas consienten en obligarse 

respecto de otra u otras, a dar alguna cosa, o prestar algún 

servicio. Art. 1206 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3371; Íd. Su 

validez y obligatoriedad exige que concurran: (a) el consentimiento 

de los contratantes; (b) el objeto cierto que sea materia del contrato 

y (c) la causa de la obligación que se establezca. Arts. 1213 y 1230 

del Código Civil, 31 LPRA secs. 3391 y 3451; Díaz Ayala v. E.L.A., 

153 DPR 675, 690-691 (2001). Aunque la causa no se exprese en 

el contrato, se presume que existe y que es lícita mientras el 

deudor no prueba lo contrario. Art. 1229 del Código Civil, 31 LPRA 

sec. 3434.  
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Los contratantes pueden establecer los pactos, cláusulas y 

condiciones que tengan por conveniente, siempre que no sean 

contrarias a las leyes, a la moral, ni al orden público. Art. 1207 

Código Civil, 31 LPRA sec. 3372; S.L.G. Irizarry v. S.L.G. García, 

155 DPR 713, 725 (2001); Trinidad García v. Chade, 153 DPR 280, 

289 (2001); Luán Investment Corp. v. Rexach Construction Co. Inc., 

152 DPR 652, 659 (2000); Amador Parrilla v. Concilio Iglesia 

Universal de Jesucristo, supra, pág. 582. Los contratos sólo 

producen efecto entre las partes que los otorgan y sus herederos. 

Art. 1209 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3374. Se manifiesta 

mediante la vinculación de las partes que le dieron vida. J.R. Vélez 

Torres, Curso de Derecho Civil: Derecho de Contratos, 1ra ed., 

Revista Jurídica de la UIPR, 1990, pág. 115.   

Los contratos serán obligatorios no importando la forma en 

que se hayan celebrado. Art. 1230 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

3451. Sin embargo, las leyes exigen el otorgamiento de algunos 

contratos mediante escritura u otra forma especial para hacer 

efectiva sus obligaciones. Art. 1231 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

3452. Los contratos deben interpretarse de acuerdo con la buena 

fe, presuponiendo una lealtad y una corrección en su elaboración, 

es decir, entendiendo que las partes al redactarlos quisieron 

expresarse según el modo normal propio de gente honesta y no 

buscando confusiones u oscuridades. Citibank v. Dependable Ins. 

Co., Inc., 121 DPR 503 (1988).    

Por su parte, relevante a la causa que nos ocupa, la 

transacción es un contrato por el cual las partes, dando, 

prometiendo o reteniendo cada una alguna cosa, evitan la 

provocación de un pleito o ponen término al que había comenzado. 

Art. 1709 del Código Civil, 31 LPRA sec. 4821. Es necesario la 

existencia de pretensiones contrarias, motivadas por una 

incertidumbre jurídica, bien porque el posible derecho de las 
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partes sea incierto o dudoso objetivamente, o porque aquéllas 

estiman que a su juicio hay incertidumbre aunque en realidad no 

la haya. Citibank N.A. v. Dependable Insurance Co., supra. Los 

requisitos del contrato de transacción comprenden: (1) El 

consentimiento de los contratantes; (2) el objeto es la controversia 

entre las partes; y (3) su causa consiste en la eliminación de la 

controversia mediante recíprocas concesiones. Neca Mortg. Corp. v. 

A&W Dev. S.E., 137 DPR 860 (1995).    

Son dos los presupuestos para que un contrato pueda 

clasificarse de transacción: que exista una situación de 

controversia entre dos o más personas, y la necesidad de 

recíprocas concesiones entre ellas. Existen dos clases de contratos 

de transacción: judicial y extrajudicial. Si la controversia denegara 

en pleito y luego de éste haber comenzado, las partes acuerdan 

eliminar la controversia y solicitan incorporar el acuerdo al proceso 

en curso, estamos ante el judicial. El extrajudicial procede cuando, 

antes de comenzar un pleito, las partes acuerdan eliminar la 

controversia y solicitan eliminarla mediante un acuerdo. Neca 

Mortg. Corp. v. A&W Dev. S.E., supra. Existe una gran diferencia en 

cuanto a la manera de poder llevar a la práctica lo convenido en la 

transacción, según que ésta sea extrajudicial o judicial. La judicial 

puede llevarse a efecto por los trámites de la ejecución de 

sentencias, mientras que la extrajudicial sólo puede hacerse 

cumplir cuando se haya declarado su eficacia en el juicio 

correspondiente. Íd. 

La transacción tiene para las partes la autoridad de cosa 

juzgada.; pero no procederá la vía de apremio sino tratándose del 

cumplimiento de la transacción judicial. Art. 1715 del Código Civil, 

31 LPRA sec. 4827. En Neca Mortg. Corp. v. A&W Dev. S.E., supra, 

nuestro más Alto Foro expresó que en virtud de lo establecido en el 

Art. 1715 de Código Civil, supra, las partes tienen que considerar 
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los puntos discutidos como definitivamente resueltos, y no pueden 

volver nuevamente sobre éstos. De lo contrario, perdería la 

transacción su razón de ser y existir.  Canino v. Bellaflores, 78 DPR 

778 (1955).     

El contrato de transacción está sometido a las mismas reglas 

generales de los contratos. El Art. 1716 del Código Civil, 31 LPRA 

sec. 4828, remite al Art. 1217 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3404, 

el cual establece que es anulable el consentimiento prestado por 

error, la violencia, la intimidación y el dolo. Los vicios antes 

señalados solo producen la nulidad relativa o anulabilidad del 

contrato. Para que el error invalide el consentimiento, deberá 

recaer sobre la sustancia de la cosa que fuere objeto del contrato, o 

sobre aquellas condiciones de la misma que principalmente 

hubiesen dado motivo a celebrarlo. Art. 1218 del Código Civil, 31 

LPRA 3405. La validez de un contrato y el consentimiento en el 

mismo se presumen, mas no se presume el error que vicia un 

contrato. Capó Caballero v. Ramos, 83 DPR 650 (1961). En el 

campo de la contratación, existe violencia cuando para arrancar el 

consentimiento se emplea una fuerza irresistible.   

Por su parte, hay intimidación cuando se inspira a uno de 

los contratantes el temor racional y fundado de sufrir un mal 

inminente en su persona o bienes, o en la persona o bienes de su 

cónyuge, descendientes o ascendientes. Art. 1219 del Código Civil, 

31 LPRA sec. 3406. Para que exista intimidación es esencial que se 

amenace con un mal y que éste sea injusto. Rivera v. 

Manufacturers Life, 34 DPR 246 (1925).  

En Nassar Rizek v. Hernández, 123 DPR 360 (1989), nuestro 

más Alto Foro tuvo la oportunidad de expresarse en torno a si el 

apercibimiento o amenaza por parte de un abogado de renunciar a 

su representación por no habérsele satisfecho los honorarios 

constituye per se una actuación intimidatoria. El Tribunal 
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Supremo resolvió en la negativa. Expresó que para que se 

configure la intimidación deberán concurrir los siguientes tres (3) 

elementos fundamentales: (1) que se emplee contra uno de los 

contratantes la amenaza de un mal inminente y grave, susceptible 

por ende, de ejercer seria influencia sobre su ánimo; (2) que esta 

amenaza determine la declaración de voluntad, o lo que es igual, 

que exista un nexo causal entre la intimidación y el 

consentimiento; (3) que la repetida amenaza y el influjo que pueda 

ejercer sobre la voluntad revistan un matiz antijurídico, por cuanto 

no queda reputarlos ilícitos como consecuencia de una correcta y 

no abusiva utilización de los derechos.  

Pronunció, además, que la cuestión exige ponderar todos los 

factores pertinentes, sobre todo el estado de ánimo del intimidado, 

pues hay casos en que la persona amenazada, es por su carácter, 

sexo, condición, edad o profesión capaz de resistir la amenaza, 

independientemente de quién venga, mientras que en otros, en 

estas mismas circunstancias, al recaer sobre personas débiles, 

incultas, inexpertas o desamparadas hacen presumible la 

coacción, máxime cuando quien la ejerce aparece, en su calidad y 

condición, estar en situación de llevarla a cabo con ventaja, por lo 

cual la apreciación de esta modalidad no puede constituirse a 

modo de criterio general, sino de específica consideración de cada 

supuesto. Íd.  

De otro lado, hay dolo cuando con palabras o maquinaciones 

insidiosas de parte de uno de los contratantes, es inducido el otro 

a celebrar un contrato que, sin ellas, no hubiera hecho. Art. 1221 

del Código Civil, 31 LPRA sec. 3408.  Para que el dolo produzca la 

nulidad de los contratos, deberá ser grave y no haber sido 

empleado por las dos partes contratantes. Art. 1222 del Código 

Civil, 31 LPRA sec. 3409. Tanto el dolo como el fraude no se 

presumen y para establecerlos se requiere prueba que satisfaga la 
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conciencia del juzgador. Miranda Soto v. Mena Eró, 109 DPR 473 

(1980).  

-C- 

 De otra parte, la Regla 49.2 de las de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V., R. 49.2, sobre relevo de órdenes, sentencias o 

procedimientos establece lo siguiente:  

“Regla 49.2 Errores, inadvertencia, 
sorpresa, negligencia excusable, 
descubrimiento de nueva prueba, fraude, 
etc.   
   

Mediante una moción y bajo aquellas 
condiciones que sean justas, el tribunal 
podrá relevar a una parte o a su 

representante legal de una sentencia, 
orden o procedimiento por las razones 
siguientes:    

  

(a) error, inadvertencia, sorpresa o 
negligencia excusable;    

  

(b) descubrimiento de evidencia esencial 
que, a pesar de una debida diligencia, 
no pudo haber sido descubierta a 

tiempo para solicitar un nuevo juicio de 
acuerdo con la Regla 48;   

  

(c) fraude (incluso el que hasta ahora se 
ha denominado intrínseco y el también 
llamado extrínseco), falsa 

representación u otra conducta 
impropia de una parte adversa.    

  

(d) nulidad de la sentencia; (Énfasis 
nuestro).   

  

(e) la sentencia ha sido satisfecha, 

renunciada o se ha cumplido con ella, o 
la sentencia anterior en que se fundaba 
ha sido revocada o de otro modo dejada 

sin efecto, o no sería equitativo que la 
sentencia continúe en vigor, o   

  

(f) cualquier otra razón que justifique la 
concesión de un remedio contra los 
efectos de una sentencia.    

  

Las disposiciones de esta regla no serán 
aplicables a las sentencias dictadas en 
pleitos de divorcio a menos que la moción 

se funde en las razones (c) o (d). La moción 
se presentará dentro de un término 

razonable pero en ningún caso después de 
transcurridos seis (6) meses de haberse 
registrado la sentencia u orden o haberse 
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llevado a cabo el procedimiento. Una 
moción bajo esta Regla 49.2 no afectará la 

finalidad de una sentencia, ni suspenderá 
sus efectos. Esta regla no limita el poder 
del tribunal para:      

  

(1) conocer de un pleito 
independientemente con el 

propósito de relevar a una 
parte de una sentencia, una 
orden o un procedimiento;  

  

(2) conceder un remedio a una 
parte que en realidad no 
haya sido emplazada, y   

  

(3 dejar sin efecto una 
sentencia por motivo de 
fraude al tribunal”.    

   

A pesar de lo antes expuesto, el plazo es inaplicable cuando 

se trata de una sentencia nula. Náter Cardona v. Ramos Muñiz, 

162 DPR 616, 624 (2004). La moción de relevo de sentencia por 

razón de nulidad sólo podrá invocarse en aquellos casos en los que 

se dicte una sentencia sin jurisdicción sobre la materia o sin 

jurisdicción sobre la persona, o se haya infringido el debido 

proceso de ley. Figueroa v. Banco de San Juan, 108 DPR 680 

(1979).  

La Regla 49.2 de las de Procedimiento Civil, supra, “provee 

un mecanismo procesal post sentencia para impedir que 

tecnicismos y sofisticaciones frustren los fines de la justicia e 

incorpora la facultad de los tribunales para dejar sin efecto alguna 

sentencia u orden suya por causa justificada.” De Jesús Viñas v. 

González Lugo, 170 DPR 499, 513 (2007), citando a Ortiz Serrano 

v. Ortiz Díaz, 106 DPR 445, 449 (1977). Véase, también, Náter v. 

Ramos, 162 DPR 616, 624 (2004). La parte que solicita el relevo 

debe basar su solicitud en una de las circunstancias previstas en 

la Regla 49.2. García Colón v. Sucn. González, 178 DPR 527, 540 

(2010).  

En ningún caso, la Regla 49.2 puede servir para conceder 

remedio alguno contra una sentencia u orden errónea de un 
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tribunal, ni como sustituto del recurso de revisión, reconsideración 

o apelación. González v. Chávez, 103 DPR 474, 476 (1975); E.L.A. 

v. Tribunal Superior, 86 DPR 692, 699 (1962); Builders Ins. Co. v. 

Tribunal Superior, 100 DPR 401 (1972); Pagán v. Alcalde Mun. de 

Cataño, 143 DPR 314 (1997).  

En el caso García Colón et al v. Sucn. González, 178 DPR 527 

(2010), el Tribunal Supremo discutió ampliamente el mecanismo 

procesal de la Regla 49.2, supra. En lo pertinente a esta 

controversia, expresó que “relevar a una parte de los efectos de 

una sentencia es una decisión discrecional, salvo en los casos de 

nulidad o cuando la sentencia ha sido satisfecha.” García Colón et 

al v. Sucn. González, supra, pág. 540. Por tanto, aun cuando se 

demuestre la existencia de uno de los fundamentos expuestos en 

la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra, el promovente tiene 

necesariamente que persuadir al tribunal de que bajo las 

circunstancias particulares del caso procede resolver a favor del 

relevo.   

La amplia gama de remedios que provee la referida regla se 

ve reducida por lo corto del término fatal de seis meses antes 

discutido. Sin embargo, no por ello, debe el tribunal dejar de hacer 

efectivo el recurso si razonablemente concluye que mantener la 

sentencia constituye una grave injusticia contra una parte que no 

ha sido negligente en el trámite de su caso y tenga una buena 

defensa en los méritos. Figueroa v. Banco de San Juan, supra a la 

pág. 689. Ahora bien, si bien es cierto que en el nuestro más alto 

foro judicial ha expresado en Dávila Mundo v. Hospital San Miguel, 

Inc., 117 DPR 807, 818 (1986), que la Regla 49.2 de Procedimiento 

Civil debe interpretarse de forma liberal, el remedio de reapertura 

“no es una llave maestra para reabrir a capricho el pleito ya 

adjudicado […]. Ríos v. Tribunal Superior, 102 DPR 793, 794 

(1974).  
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III. 

 La parte apelante arguye que el foro primario incidió al 

desestimar la demanda enmendada al amparo de la Regla 10.2 (5) 

de Procedimiento Civil, supra, la cual permite que se solicite la 

desestimación de la demanda cuando, entre otras, ésta no expone 

una reclamación que justifique la concesión de un remedio. En 

esencia, la parte apelante solicitó que se declararan nulos los 

contratos de transacción suscritos entre las partes de epígrafe en 

el caso Milagros Díaz Medina y otros v. Warner Lambert, Inc. 

(entidad que posteriormente fue adquirida por Pfizer, la parte 

apelada), Caso Núm. NSCI200100442, así como las sentencias 

desestimando con perjuicio dichas reclamaciones, e incluyeron 

una causa de acción por los alegados actos culposos o negligentes 

del licenciado Mellado y de la parte apelada durante las 

negociaciones sostenidas.   

La parte apelante adujo que el contrato de transacción 

adolecía de sus elementos constitutivos y de la aprobación del 

Departamento del Trabajo. Específicamente, cuestionó la validez 

del referido contrato por razón de error o vicio en el consentimiento 

al momento de contraerlo. Arguyó que al dar su anuencia al 

acuerdo transaccional actuó bajo la intimidación de su 

representante legal, el licenciado Mellado, quien alegadamente les 

indujo a creer que, contrario a la verdad, la oferta era una 

favorable en términos económicos y que si no la aceptaban 

renunciaría a su representación. A la luz de lo anterior, la parte 

apelante sostiene que los acuerdos y las sentencias dictadas por 

virtud de los mismos son nulos.   

Según reseñamos, en el Art. 1217 del Código Civil, se 

enumeran los cuatro (4) vicios que provocan un defectos en la 

voluntad de un contratante, estos, son error, violencia, 

intimidación y dolo. Relevante a la causa que nos ocupa, existe 
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intimidación cuando se inspira a uno de los contratantes el temor 

racional y fundado de sufrir un mal inminente en su persona o 

bienes, o en la persona o bienes de su cónyuge, descendientes o 

ascendientes. Para que la intimidación invalide el consentimiento, 

es esencial que se amenace con un mal y que éste sea injusto. Los 

vicios del consentimiento no se presumen, de manera que, para 

establecerlos se requiere de prueba concreta y específica, sobre 

todo del estado de ánimo del intimidado. No bastan meras 

alegaciones.  

En el presente caso, las alegaciones de la demanda 

enmendada son insuficientes para establecer un acto de 

intimidación. La expresión del licenciado Mellado que, 

alegadamente, vició el consentimiento de los apelantes fue la 

siguiente:  

Si usted decide no aceptar el ofrecimiento que Pfizer le 
está haciendo mediante el “Acuerdo de Transacción y 
Relevo General”, el cual yo su abogado entiendo es 

razonable y le estoy recomendando que lo acepte, 
debe de devolvernos el original del “Acuerdo de 

Transacción y Relevo General” anejo sin firmar y una 
carta certificando que no acepta el ofrecimiento de 
Pfizer. Si usted no acepta el acuerdo transaccional 

entenderé que es por falta de confianza en mi buen 
juicio como su representante legal, y 

lamentablemente en tal caso no le voy a poder 
seguir representando en lo sucesivo en este caso. 
Aunque espero que usted acepte el ofrecimiento de 

Pfizer, he creído prudente informarle de lo anterior. 
(Énfasis nuestro).  
 

En primer lugar, el Tribunal Supremo ha reiterado que la 

amenaza debe ser con la realización de un mal injusto, pues no 

intimida quien se limita a invocar un derecho legítimo. El hecho de 

que el licenciado Mellado le expresara a los apelantes que juzgaba 

que el acuerdo transaccional era favorable y les exhortara a 

aceptarlo o de lo contrario no continuaría representándoles, de por 

sí, no constituye una actuación abusiva o intimidatoria. En 

relación con dicho derecho, es por todos sabido que un abogado 

tiene derecho a renunciar a su representación legal siempre y 
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cuando exista una razón justificada, obtenga el permiso del 

tribunal y tome las medidas razonables para evitar perjudicar los 

derechos de su cliente. En ese sentido, no puede concluirse que el 

apercibimiento del licenciado Mellado constituyó una amenaza real 

y concreta capaz de producir un temor fundado, sino más bien una 

advertencia sobre la posibilidad de ejercer un derecho que ostenta 

como abogado, ello como consecuencia de ciertas divergencias de 

criterio con sus representados. La parte apelante tampoco detalló 

en qué estado de ánimo se materializó el contrato ni se hace 

presumible la coacción, pues no estamos aquí ante personas 

débiles, incultas o inexpertas. En fin, los apelantes no lograron 

demostrar que el contrato de transacción fuera suscrito en un 

estado de temor racional.   

Por igual, la alegación de la parte apelante de que el contrato 

es nulo fundándose en que es injusto en términos económicos y en 

que se le proveyó información falsa, tampoco es suficiente para 

invalidar el referido contrato. Según indicamos, los contratos gozan 

de una presunción de corrección, deben interpretarse de acuerdo a 

la buena fe y constituyen ley entre las partes. En el caso particular 

de los contratos de transacción, éstos tienen para las partes la 

autoridad de cosa juzgada, lo que significa que las partes tienen 

que considerar los puntos discutidos como definitivamente 

resueltos. De manera que, los contratantes no pueden volver sobre 

los mismos, pues de lo contrario la transacción perdería su 

propósito o razón de ser.   

De una lectura integral del contrato de autos, puede 

apreciarse que el mismo fue redactado en términos claros y 

precisos. Surge patentemente que la intención de ambas partes fue 

eliminar el estado de incertidumbre que gobernaba su relación 

jurídica mediante la prestación de concesiones recíprocas. A 

cambio de cierta suma de dinero, la parte apelante se obligó a 
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desistir de las reclamaciones instadas en contra de la parte 

apelada. Luego de evaluar de las cláusulas 14, 15 y 16 del 

contrato, pudimos constatar, además, que la parte apelante entró 

libre y voluntariamente al mismo, que tuvo la oportunidad de 

evaluarlo y leerlo en su totalidad, que entendió sus términos y que 

voluntariamente los aceptó cuando estampó su firma.   

Por igual, surge del contrato que la parte apelante reconoció 

que fue asesorada legalmente sobre sus derechos, los efectos del 

contrato y que tenía conocimiento de que el mismo tendría para 

ambas partes el efecto de cosa juzgada. Es por todo lo anterior que 

la parte apelante no puede ahora impugnar el mismo meramente 

por considerar que la cuantía por la cual optó transigir el pleito es 

injusta. Ello no constituye una razón válida en derecho, más aún 

cuando sabido es por todos que en los contratos de transacción las 

concesiones no tienen que ser equivalentes. Si la parte apelante 

entendía que la cuantía que le ofreció la parte apelada era 

irrazonable, no debió prestar su consentimiento. De lo contrario, la 

transacción perdería su razón de ser.    

Tampoco puede sostenerse una alegación de que el 

consentimiento de la parte apelante estuvo viciado por dolo, pues a 

diferencia de la intimidación, que sí puede dar lugar a la anulación 

de un contrato aunque provenga de un tercero, el dolo no puede 

provenir de un tercero. Es decir, el dolo tiene que haber sido 

empleado por una de las partes contratantes. En ese sentido, toda 

vez que las imputaciones sobre vicio en el consentimiento fueron 

dirigidas exclusivamente al licenciado Mellado, quien no es parte 

contratante, la parte apelante no puede invocar el dolo en su 

contra.   

La parte apelante tampoco puede cuestionar la validez del 

referido contrato por razón de que adolecía de la aprobación del 

Departamento del Trabajo, pues según aceptó en el párrafo 35 de 
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su demanda enmendada, el Secretario del Trabajo aprobó el 

acuerdo de autos. Por tanto, no habiéndose  demostrado que el 

consentimiento de la parte apelante estuvo viciado, resolvemos que 

el contrato impugnado es válido y que tiene para las partes el 

efecto de cosa juzgada.   

Por otro lado, de acuerdo a la Regla 49.2 de Procedimiento 

Civil, supra, un tribunal podrá relevar a una parte de una 

sentencia, orden o procedimiento por las siguientes razones: (1) 

error, inadvertencia o negligencia excusable; (2) descubrimiento de 

evidencia esencial que no pudo haber sido descubierta a tiempo 

para solicitar un nuevo juicio; (3) fraude, falsa representación u 

otra conducta impropia de la parte adversa; (4) nulidad de 

sentencia; (5) la sentencia ha sido satisfecha, renunciada o se ha 

cumplido con ella; (6) la sentencia anterior en que se fundaba ha 

sido revocada o dejada sin efecto; y (7) cualquier otra razón que 

justifique la concesión de ese remedio. Nuestro Tribunal Supremo 

ha reiterado que la moción de relevo de sentencia por razón de 

nulidad sólo podrá invocarse en aquellos casos en los que se dicte 

una sentencia sin jurisdicción sobre la materia o sin jurisdicción 

sobre la persona, o se haya infringido el debido proceso de ley.    

En el caso de epígrafe, la única razón aducida por la parte 

apelante para solicitar el relevo de sentencia fue la nulidad de los 

contratos de transacción. La parte apelante no alegó falta de 

jurisdicción, ni tampoco planteó una violación al debido 

procedimiento de ley. Por tanto, toda vez que la referida regla fue 

invocada erróneamente, no puede prosperar la solicitud de nulidad 

de sentencia de la parte apelante. Las sentencias impugnadas 

constituyen cosa juzgada e impiden que la presente reclamación 

pueda prosperar. Resolver lo contrario equivaldría a reabrir a 

capricho el presente pleito, situación que nuestro ordenamiento 

jurídico procesal pretende evitar. A la luz de lo anterior, la 
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reclamación en daños y perjuicios en cuanto a la parte apelada 

tampoco puede sostenerse. El error planteado no se cometió.  

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la 

Sentencia apelada.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


